

LA NORMA, LA CONGRUENCIA Y LA ARBITRARIEDAD VISTAS A LA LUZ DE  LA LABOR DE SENTENCIAR DEL JUEZ, EN EL CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL CHILENO.




INTRODUCCION.


Razonable del latin "razonabilis", de acuerdo al Diccionario de la Lengua Española,
 significa:  "Arreglado, justo, conforme a razón" y por razón se entiende, entre otros conceptos:  "Facultad de discurrir"; Acto de discurrir el entendimiento; motivo o causa; y justicia, rectitud en las operaciones, o derecho para ejecutarlas".




Desde una conceptualización de lo razonable como el resultado de la proposición y formulación de principios neutrales o como el producido de la aplicación del sentido común, el concepto de "lo razonable" en la ciencia jurídica y en el derecho propiamente tal,  resulta controversial y muchas veces, al ser objeto de una aplicación formularia o formulista, carente de todo significado.




Por su parte, puede definirse lo arbitrario como aquello que depende del arbitrio, o de aquello que procede con arbitrariedad. Entendido “arbitrio” como la voluntad no gobernada por la razón, sino por el apetito o capricho, es decir, por un impulso instintivo o una idea o propósito sin motivación aparente, por un antojo, o por puro y simple deseo, completamente apartado de las reglas ordinarias y comunes. En tal sentido, parafraseando al autor nacional, don Eduardo Soto Kloss, “Si arbitrariedad indica voluntad no gobernada por la razón, significa un acto o una omisión carente de razonabilidad”




Sobre estas bases, y entrando en el tema, es necesario tener a la vista lo que los autores norteamericanos han denominado "Jurisprudencia Mecánica", que incluso puede representarse como la aplicación de la fórmula N (Norma) x H (Hechos)= D (Decisión),
.  Tal forma de enjuiciar fue lo que motivó el denominado Realismo Jurídico Norteamericano, que no ahorró en epítetos, calificándola de "FUNDAMENTALISMO JURIDICO", "FORMALISMO", "DEDUCTIVISMO", "LA TEORÌA FONOGRÀFICA DEL DERECHO", entre otros. A la postre, el rechazo de la aplicación de la lógica deductiva llevó a la búsqueda de los fundamentos  de la decisión del juez en factores tan variopintos como el intuicionismo, el de la personalidad del juez como elemento decisorio e incluso en lo que despectivamente se describió como una especie de "Teoría de la Gastronomía Jurídica",  que encontraría que el producto de la decisión judicial venía impuesto por lo que el sentenciador habría comido al desayuno ese día.




Disgresiones aparte, a juicio del suscrito, el mérito del realismo jurídico norteamericano para los fines que nos ocupan, radica en que distinguiendo entre proceso de descubrimiento y proceso de justificación, las críticas por la aplicación de la lógica deductiva en el primero no implica el que no puedan o  no deban ser aplicables en el segundo, lo que importa que si bien la decisión judicial puede alcanzarse mediante un proceso intelectual íntimo del sentenciador, que incorpore intuiciones, elementos de la personalidad o aún influencias gastronómicas o ambientales, ello no excluye el análisis de tal decisión desde los parámetros de lo razonable.




Como corolario de lo anterior, me permito citar a los autores MILLER y HOWELL,
 quienes resumieron perfectamente la corriente en comento al señalar que "La razón ... no es la vida del derecho.  Es realmente parte del derecho.  Pero, ¿la vida? No... Si por razón entendemos la derivación lógica a partir de principios generales y abstractos, entonces el proceso judicial no actúa así;  sin embargo, si entendemos por razón  un proceso de observación disciplinado, unido a un reconocimiento de que existe una elección entre valores alternativos y el estudio de las posibles consecuencias de la decisión, entonces la razón tiene un papel de primer orden".




Mi interés por lo anterior se encuentra en que, dada la contraposición de estas corrientes de pensamiento jurídico, surge el concepto de lo razonable, no únicamente vinculado a la lógica de lo racional sino al Logos de lo razonable, no menos auténtica razón que la primera, verdadero parámetro para conocer y resolver las controversias de la conducta humana.




Discurrir, entendimiento, motivo o causa, justicia, rectitud en las operaciones o derecho para ejecutarlas, son conceptos que en sí no sólo significan cosas distintas sino que también pueden presentar aspectos incompatibles entre sí, como por ejemplo, entre motivo de una decisión judicial que puede estar sustentada enteramente en la norma positiva, y justicia, toda vez que la decisión judicial que supone como valor aplicar la justicia, puede no ser tal y sin embargo, estar debidamente motivada en la racionalidad.



En tal sentido, puede representarse fielmente ese concepto citando al Jurista estadounidense Paul A. Freund
, quien lo expresa al señalar que "Una sentencia puede ser racional y, sin embargo, no merecer aprobación, por no ser correcta ni justa". Completando lo anterior, el autor Luis Recaséns Siches,
 sostiene que,  “Cuando se habla de racionalidad, en el sentido de la lógica tradicional se considera que ella abarca las nociones de generalidad, coherencia, deducción e inducción.”. Recaséns Siches, a lo largo de su obra, ha planteado lo que ha dado en denominar el “Logos de lo razonable”, el cual participa de las siguientes características: Primero, “Está limitado, está condicionado y está influido por la realidad concreta del mundo en que opera”; segundo, “Está impregnado de valoraciones, esto es, de criterios estimativos o axiológicos.”; tercero, “Tales valoraciones  son concretas, es decir, están referidas a una determinada situación humana real, a una cierta constelación social y, por lo tanto, toman en cuenta las posibilidades y las limitaciones reales.”; cuarto, “Las valoraciones constituyen base o apoyo para la formulación de propósitos, esto es, para el establecimiento de finalidades.”, quinto, “La formulación de tales propósitos o el establecimiento de finalidades no solo se apoya sobre valoraciones sino que además está condicionado por las posibilidades que depare la realidad humana social concreta.” Sexto, “por consiguiente, el logos de lo humano o de lo razonable está regido por razones de congruencia o adecuación :1) Entre la realidad social y los valores; 2) Entre los valores y los fines; 3) Entre los fines y la realidad social concreta; 4) Entre los fines y los medios, en cuanto a la conveniencia de los medios para los fines; 5) Entre los fines y los medios respecto de la corrección ética de los medios; y 6) Entre los fines y los medios en lo que se refiere a la eficacia de los medios.”; y séptimo, “Está orientado por las enseñanzas sacadas de la experiencia vital e histórica, esto es, individual y social -actual y pretérita- y se desenvuelve  aleccionado por esa experiencia.”. Concluye el autor en que “La producción del Derecho (lo mismo de normas generales que de decisiones jurisdiccionales) debe estar inspirada por el logos de lo razonable.”

De acuerdo a Goldschmidt, todo reparto de potencias e impotencias es promovido por conductas humanas. En el caso de las decisiones judiciales, tales repartos –que esencialmente tienen la calidad de autoritarios, pero no son ajenos a un juicio los repartos voluntarios- tienen la forma de un proceso judicial y, consubstancial a su naturaleza de reparto, debe tener sus razones, fundamentadas en las leyes aplicables en la especie, que, como el autor citado reconoce, pueden haber sido o no los móviles de él o los repartidores, pero lo importante, en todo caso, es que descanse en razones y que éstas hayan sido aducidas en calidad de tal. El aspecto dikelógico de esta clase de reparto autoritario, en cuanto al aspecto valórico de la forma del reparto –debido proceso- o de las razones del reparto –congruencia procesal y justicia del fallo- es el aspecto a abordar en este trabajo. 

La teoría Trialista de Goldschmidt sostiene que la norma es una captación racional –en cuanto manera de pensar- que contiene una pretensión de verdad sobre los hechos, en cuanto se integra con la vida en su relación con el reparto proyectado. Para el autor, el concepto de norma está permanentemente confrontado con la realidad social que rige y, en cuanto no reconoce dicha realidad social, puede ser un ocultamiento de la misma y, en tal caso, pierde su objetivo fundamental. En tal sentido, abordaremos este tema, sin perder de vista el aspecto dikelógico -o de la ciencia de la justicia- tanto de la forma del reparto como el de las razones del reparto.

Mediante estas dispersas ideas, que no persiguen otro objetivo distinto al de exponer breve y sucintamente la convicción del suscrito, en vistas a la seria dificultad que presenta intentar responder los planteamientos relativos al concepto de lo razonable en el Derecho en general y en el Derecho Procesal en particular, a niveles muy profundos, en los límites fijados para este trabajo, pasamos a lo que se ha prefigurado como el objeto de esta labor.




No obstante lo limitado del desarrollo de tal convicción, ahora intentaremos exponer, tal como hemos planteado al principio, el objetivo central de este trabajo, es decir, la arbitrariedad como vicio de las sentencias a la luz de las regulaciones del Código de Procedimiento Civil Chileno y los mecanismos que la ley entrega para el control de ello.

El Diccionario de la Real Academia Española define la palabra CONGRUENCIA como:  “del latín.congruentia, de congrúnus, congruente.  Conformidad de extensión, concepto, y alcance entre el fallo y las pretensiones de las partes formuladas en el juicio.”



Por otro lado, la doctrina extranjera aborda el tema y da los siguientes conceptos:



>  “Es la cualidad técnica más importante que debe tener toda sentencia; consiste en la vinculación entre la pretensión procesal y lo decidido en la sentencia. Por ello, se dice que hay sentencia congruente con la demanda y con las demás pretensiones oportunamente deducidas en el litigio, cuando la sentencia hace las declaraciones que aquellas exijan condenando o absolviendo al demandado y decidiendo todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate.”



>  “Conformidad de expresión, concepto y alcance entre el fallo y las pretensiones de las partes formuladas en el juicio.”



>  “Esta noción como tal delimita el contenido y alcance de las providencias del juez en relación con las peticiones formuladas por las partes, con la finalidad de que exista identidad jurídica entre lo resuelto o decidido y lo pedido.”



>  “Es la necesaria conformidad que debe existir entre la sentencia y las pretensiones deducidas en juicio.”



>  “Conformidad que debe existir entre la sentencia y la pretensión o pretensiones que constituyen el objeto del proceso, más la oposición u oposiciones en cuanto delimitan este objeto.”



>  “El principio normativo que delimita el contenido de las resoluciones judiciales que deben proferirse, de acuerdo con el sentido y alcance de las peticiones formuladas por las partes, para el efecto de que exista identidad jurídica entre lo resuelto y las pretensiones y excepciones o defensas oportunamente aducidas, a menos que la ley otorgue facultades especiales para separarse de ellas.”



De todos los conceptos expuestos se puede extraer lo siguiente:



a)  La congruencia es un principio normativo del derecho procesal, que tiene por finalidad delimitar las facultades resolutorias del órgano jurisdiccional.  Principio de carácter normativo que afecta a la esencia misma de los actos resolutorios y que va dirigido al acto jurisdiccional por excelencia: La sentencia o fallo.  Al respecto, Aragoneses señala “que el principio de congruencia es el reverso del principio de idoneidad.  Las peticiones de las partes tienen que ser idóneas, es decir, aptas para obtener la resolución judicial apetecida.  Por su parte, las resoluciones judiciales han de ser congruentes, es decir, convenientes o acordes a las peticiones que resuelvan.  Y tal requisito debe afectar, en general, a todas las resoluciones y no exclusivamente a las sentencias.”



b)  La congruencia de la sentencia debe referirse a las peticiones deducidas en el juicio, esto es, debe resolver las cuestiones y pretensiones planteadas por las partes oportunamente en tiempo y forma.  Así, la sentencia va ser congruente en la medida que se ajuste a lo pretendido por las partes o que resuelva en armonía con las pretensiones deducidas por los litigantes.



Por otra parte, si a la acción (en rigor, pretensión) no se le da un nombre apropiado o técnico, pero se resalta con toda precisión y claridad lo que se reclama y pretende, no se produce vulneración o quebrantamiento del principio de congruencia.



c)  La pretensión del actor se delimita por la posición que adopte el demandado,  ya que la conformidad o ajuste debe darse entre las pretensiones de las partes (actor y demandado) y lo resuelto en la sentencia, toda vez  que ésta tiene que resolver el asunto controvertido, los puntos litigiosos o la cuestión debatida, abarcando tanto las pretensiones como las excepciones.



Además, cabe señalar que toda pretensión se encuentra resistida por el demandado en la medida que no esté admitida.  Por lo tanto, se excluye del ámbito de la resolución una cuestión que por no estar resistida no tiene que ser resuelta.



El objeto del proceso es la pretensión resistida, aunque tal resistencia no esté implícitamente formulada.  Señala Aragoneses “que toda pretensión tiene que ser examinada en los límites en que ha sido combatida.”
 Así, para determinar si la sentencia es congruente será de transcendencia la actitud que asuma el demandado, la que puede revestir distintas formas (allanamiento, simples defensas, excepciones y contrapretensión).



d)  La congruencia tiene que referirse únicamente a las actitudes adoptadas en el momento oportuno.



Rige en esta materia el principio de oportunidad que tiene como principio más general el de preclusión de los actos procesales.  El hecho de que la pretensión y oposición se deduzcan oportunamente, viene dado por las reglas generales de procedimiento, que establecen plazos y requisitos que deben contener los escritos fundamentales del juicio.



e)  Debe existir identidad de lo resuelto por la sentencia y lo controvertido.  Este hecho debe quedar plasmado en la parte resolutiva de la sentencia.



De los artículos 160 y 170 N° 6 del Código de Procedimiento Civil se puede señalar que el juez debe indicar en el fallo la decisión del asunto controvertido, la que deberá comprender todas las acciones y excepciones hechas valer en el juicio y no podrá extenderse a puntos que no hayan sido expresamente sometidos a juicio por las partes.  Así, la sentencia resolverá de acuerdo al mérito del proceso, tal como lo señala el aforismo sentencia debet esse conformis libello.  Uno de los aspectos más importantes del principio de congruencia es precisamente que la pretensión resistida condiciona la sentencia, “Con lo que el principio de congruencia señala al juez la obligación de no fallar sobre más de lo pretendido ni menos de lo concedido ni sobre cosa distinta”
 o, pronunciarse sobre algún punto no litigioso, pues la decisión ha de referirse a la relación del fallo sobre el campo de lo controvertido.



De lo anterior podemos concluir que ha de entenderse por congruencia, “aquel principio normativo dirigido a delimitar las facultades resolutorias del órgano jurisdiccional por la cual debe existir identidad entre lo resuelto y lo controvertido, oportunamente, por los litigantes, y en relación con los poderes atributivos en cada caso al órgano jurisdiccional por el ordenamiento jurídico.”



Werner Goldschmidt distingue en el proceso dos finalidades; el fin trascendente –servir para la realización de la ley, condenando al culpable y absolviendo al inocente- y el fin inmanente –la constitución de la cosa juzgada, es decir, que lo concedido no pueda ser impugnado y lo denegado no pueda hacerse valer nuevamente (cosa juzgada formal: sentencia firme) y que la pretensión demandada valga hacia el futuro como jurídicamente fundada o no fundada ante los tribunales (cosa juzgada material)- y su justificación radica, según el autor citado, “en que el proceso es la forma justa del reparto autoritario.”

PRINCIPIOS PROCESALES APLICABLES AL TEMA


Siguiendo a Eduardo J. Couture,
 los principios fundamentales o formativos, del proceso son los de igualdad, disposición, economía, probidad, publicidad y preclusión.




Los mismos se conceptualizan por Máximo Pacheco González,
 de la siguiente manera: 

"A) Principio de igualdad. Consiste en que, sobre situaciones excepcionales establecidas en la ley, toda petición o pretensión formulada por una de las partes en el proceso debe ser comunicada a la parte contraria para que pueda ésta prestar a ella su consentimiento o formular su oposición.

B) Principio de disposición.  Es aquel que deja librada a las partes la disponibilidad del proceso.  En materia civil este principio es amplio, a diferencia de la materia penal, en la cual es restringido.

C) Principio de economía.  El proceso, que es un medio, no puede exigir un dispendio superior al valor de los bienes que están en litigio.

D) Principio de probidad. El proceso debe evitar la malicia en la conducta de las partes contendientes.

E) Principio de publicidad.  La publicidad del proceso es de la esencia del sistema democrático de gobierno.  Ella constituye la posibilidad de la fiscalización popular sobre la labor de magistrados y defensores.  A través de ella el pueblo se convierte en el juez de los jueces y litigantes.

F) Principio de preclusión.  Está representado por el hecho de que las diversas etapas del proceso se desarrollan en forma sucesiva, mediante la clausura definitiva de cada una de ellas, impidiéndose el regreso a etapas y momentos procesales ya extinguidos y consumados.  La preclusión es la pérdida, extinción o consumación de una facultad procesal".

Nos centraremos para abordar el tema propuesto en dos principios normativos procesales, el de disposición, ya enunciado, y el de defensa, no obstante reconocer y sustentar que sólo son  principios, en rigor jurídico procesal, aquellos que pueden presentarse unitariamente y que son la Transitoriedad de la Serie, la Eficacia de la Serie, la Moralidad en el Debate, la Imparcialidad del Juez y la Igualdad de las partes  (Humberto Briceño Sierra y Adolfo Alvarado Velloso).

PRINCIPIO DE DISPOSICION:



En efecto, la esencia de todo procedimiento inserto en un proceso civil es que la iniciativa de llevarlo adelante o desarrollarlo en sus distintas etapas, está en las partes y no en el Juez,  a diferencia del procedimiento en un proceso penal, en que tal iniciativa paralelamente también está en el  juez, siempre que se trate del sistema inquisitivo. Citando a Goldschmidt, 
 en este sistema “el juez no puede iniciar de oficio el proceso (nemo judex sine actore, nadie es juez sin actor); no puede tener en cuenta hechos ni medios de prueba que no han sido aportados por las partes; debe tener por ciertos los hechos en que aquellos estuviesen de acuerdo; la sentencia debe ser conforme a lo alegado y probado; y el juez no puede condenar a más ni a otra cosa que la pedida en la demanda (ne eat judex ultra petita partum: ¡que el juez no vaya más allá de lo pedido por las partes¨!)”, admitiendo, eso si, que en cuanto atañe a las normas jurídicas, el juez debe siempre tenerlas en cuenta oficialmente, ya que se aplica plenamente el concepto de jura novit curia, el derecho lo conoce el juez.

Como cuestión inicial, debemos partir por hacer un esbozo de la forma en que está estructurado el proceso chileno, principalmente el procedimiento del juicio ordinario que es, en principio, el de común aplicación y cuyas normas se entienden comunes a todo procedimiento que no tenga otras diversas o especiales (Art. 3 C.P.C.). Tal procedimiento es, en su mayor parte escrito, debiendo dejarse en el expediente constancia de toda actuación que las partes o el tribunal efectúen (art. 61 del Código de Procedimiento Civil) y se advierten en él tres etapas claramente definidas: Una etapa de discusión, formada por la demanda, la contestación de la demanda, y los trámites de réplica y dúplica, en la que las partes plantean sus pretensiones mediante acciones, excepciones y defensas; una etapa de prueba, en la que, de existir hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, las partes rinden la prueba destinada a probar los hechos que, conforme al derecho, es de su cargo establecer por los medios de prueba legal; y, finalmente, una etapa de sentencia, en el que se cierran las dos etapas anteriores, al menos en principio como veremos, mediante la resolución que cita a las partes a oir sentencia, cuyo efecto es que, después de dictada, no se admitirán a las partes “...escritos ni pruebas de ningún género.” (Art. 433 del Código de Procedimiento Civil).

Ahora bien, dentro de esa estructura procedimental, nuestro proceso civil, en cuanto a su actividad e impulso, está regido por el denominado principio dispositivo, que implica que, por regla general, son las partes, demandante y demandado, quienes deben impulsar el juicio hacia su destino y conclusión natural, cual es la sentencia. Tal actividad o impulso procesal radicado en las partes hace contrastar el procedimiento civil con el penal, en el cual, por regla general, los proceso están informados por el principio inquisitivo, en virtud del cual, el juez investiga e impulsa el proceso aún sin mediar actividad de las partes e incluso sin la existencia de éstas, en estricto rigor. En materia penal, insistimos que aquél regido por el sistema inquisitivo, no acusatorio,  es el juez el que impulsa y dirige el proceso hacía su conclusión natural, en busca de la verdad material que forma su convicción para condenar o absolver; no siendo igual en materia civil, en que el juez persigue una verdad formal, debiendo resolver la controversia sometida a su decisión con aquella verdad que resultó establecida en el proceso mediante los medios de prueba legales que las partes han rendido y aportado. 

En  tal sentido, el artículo 160 del Código de Procedimiento Civil chileno dispone: 

“Las sentencias se pronunciarán conforme al mérito del proceso, y no podrán extenderse a puntos que no hayan sido expresamente sometidos a juicio por las partes, salvo en cuanto las leyes manden o permitan a los tribunales proceder de oficio.”

Por su parte, el artículo 170 del mismo cuerpo legal expresa, 

“Las sentencias definitivas de primera o de única instancia y las de segunda que modifiquen o revoquen en su parte dispositiva las de otros tribunales, contendrán: 

1º La designación precisa de las partes litigantes, su domicilio y profesión u oficio; 

2º La enunciación breve de las peticiones o acciones deducidas por el demandante y de sus fundamentos; 

3º Igual enunciación de las excepciones o defensas alegadas por el procesado;

4º Las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia; 

5º La enunciación de las leyes, y en su defecto de los principios de equidad, con arreglo a los cuales se pronuncia el fallo; y 

6º La decisión del asunto controvertido. Esta decisión deberá comprender todas las acciones y excepciones que se hayan hecho valer en el juicio; pero podrá omitirse la resolución de aquellas que sean incompatibles con las aceptadas.

En igual forma deberán dictarse las sentencias definitivas de segunda instancia que confirmen sin modificación las de primera cuando éstas no reúnen todos o algunos de los requisitos indicados en la enunciación precedente.

Si la sentencia de primera instancia reúne estos requisitos, la de segunda que modifique o revoque no necesita consignar la exposición de las circunstancias mencionadas en los números 1º, 2º, 3º del presente artículo y bastará referirse a ella.”

Tales son los parámetros legales de la actividad del sentenciador civil y, de acuerdo a quienes ven el tema de la congruencia procesal como un derivado de este principio, “Las partes poseen el dominio completo tanto sobre el derecho sustantivo como sobre los derechos procesales implícitos en el juicio en el sentido de que son libres de ejercitarlos o no.  En este sentido, es indudable la íntima conexión entre el principio dispositivo y el de congruencia puesto que ni la actividad procesal puede versar sobre otro cosa ni la sentencia ir más allá de la pretensión deducida en la demanda.”

PRINCIPIO DE DEFENSA:

Habida consideración de dicho principio de disposición, que conduce a que en el proceso civil corresponda a las partes, a través de sus peticiones, pretensiones,  alegaciones, defensas y excepciones, fijar los términos del debate procesal, la doctrina y jurisprudencia más moderna ha ido progresivamente realzando la postura de que un pronunciamiento de tribunal que excede tales límites, importa una violación de la garantía de la defensa.



Este aspecto de tal garantía dice directa relación con las facultades del juez, para la aplicación del derecho.  Aunque en realidad, <<lo que está en cuestión no son los poderes del juez, sino cómo los ejercita y  cuáles son sus límites.  En estas dos matizaciones radica la función que desempeña el derecho de defensa de las partes>>. (Tribunal Constitucional Español)

La cuestión es de suyo compleja porque puede acaecer que la opinión del juez sea distinta a aquella planteada por los litigantes, de manera que se hace imperativo el establecer la forma <<en que ésta puede hacerse valer sin perjudicar el derecho de defensa de las partes.  Estas no pueden ni deben verse sorprendidas por una opinión (en este caso decisión) inesperada sobre la que no han podido esgrimir argumentos de defensa.  Se habla así de las partes tratadas como objeto, antes que como personas que tienen  derecho a participar activamente en la formación del pronunciamiento jurisdiccional, sin distinciones vacías entre materia fáctica y materia jurídica.  Se propugna, por tanto, que el ejercicio de estas facultades vaya acompañado de un trámite de audiencia a las partes para que éstas aduzcan sus razonamientos y colaboren en la decisión judicial>> (Tribunal Constitucional Español).

En realidad, la infracción de la garantía de la defensa, la indefensión, en este aspecto, puede producirse a consecuencia no de cualquier tipo de incongruencia, sino de algunas específicas, cuáles son las incongruencias por ultra petita y extra petita, y la incongruencia omisiva.



Las incongruencias por ultra petita o por extra petita, son las primeras que implican una infracción de la garantía en estudio, porque <<suponen que, en el exceso o en el defecto, no ha existido posibilidad de defensa para alguna de las partes>>.



Como es sabido, la incongruencia por ultra petita, se entiende producida <<cuando la parte dispositiva de la sentencia concede más de lo pedido por el actor o más de los resistido por el demandado>>.  Por su parte, la incongruencia por extra petita, tiene lugar cuando <<alguna de las pretensiones sea sustituida por otra que las partes no formularon, la incongruencia que se produce es incongruencia mixta, puesto que se omite uno de los puntos necesarios y se añade indebidamente otro>>.



Una alteración de este tipo, <<supone una completa modificación de los términos en que se produjo el debate procesal, puesto que en tal caso no se respeta el principio procesal de contradicción, al sustraer a las partes la facultad de defensa sobre el objeto procesal por ellas  inicialmente  delimitado>>.  Es decir, esta incongruencia produce indefensión, porque implica un <<pronunciamiento que versa sobre materias no debatidas, respecto de las cuales, por tanto, no ha podido existir  la debida contradicción>>.


En tal sentido, la norma procedimental civil chilena del Art. 768 Nº 4 del C.P.C., entiende por ultra petita, otorgar más de lo pedido por las partes o extender la sentencia a puntos no sometidos a la decisión del tribunal y por su parte, en tal línea de incongruencia que produciría indefensión se ha pronunciado también la jurisprudencia del máximo Tribunal Chileno. La Excma. Corte Suprema ha ido asentando un criterio similar en materia de admisibilidad del Recurso de Protección de Garantías Constitucionales, previsto en el art. 20 de nuestra Carta Fundamental, respecto de la posibilidad de impetrar tal recurso respecto de actuaciones arbitrarias –e ilegales- de nuestro poder judicial. Así, enfrentado a situaciones en que la posible arbitrariedad puede enmendarse recurriendo a los procedimientos ordinarios, o en que se advierte manifiesta negligencia del recurrente afectado en la defensa de sus propios intereses, la Corte Suprema ha estimado improcedente el Recurso de Protección; pero en los casos en que se ha encontrado con actos arbitrarios o bien, completamente ilegales, ha decidido por aceptar  tal recurso o, en su caso, enmendar el agravio por la vía del ejercicio de sus facultades disciplinarias y de corrección del procedimiento.



Entonces, a los efectos procesales, la arbitrariedad por incongruencia se produce por la falta de adecuación lógica entre la pretensión y defensa de los litigantes y la parte dispositiva de la sentencia; atendido a que sólo en el fallo quedan resueltas las pretensiones de los sujetos y, por tanto, sólo en la sentencia se puede incurrir en tal defecto.



“La incongruencia es un error in procedendo o un defecto procesal y no un error sustancial de la sentencia.  Pero ese defecto por si solo no vicia de nulidad la sentencia, sino que impone la necesidad de que sea corregida mediante el oportuno recurso de apelación o casación.”



Muchas son las formas de clasificar la incongruencia, pero todas tienen como medida la falta de relación, o como Farren
 señala el “desajuste entre lo pedido (pretensión) y lo resuelto (sentencia)”, ya que esta puede otorgar más de lo pedido, conceder menos de lo pedido o conceder lo no pedido.



Sin perjuicio de la calificación de la incongruencia como un error in procedendo, cuestión que merece una mejor y mayor profundidad de análisis, conviene tener presente las clasificaciones que la doctrina ha hecho acerca de los tipos de incongruencia.



Al respecto la doctrina de los autores han señalado diversos tipos de clases o clasificaciones de incongruencia:



Así, para el catedrático Guasp la incongruencia puede ser Positiva, Negativa o Mixta, atendiendo a los requisitos de la sentencia:



>  Incongruencia positiva:  Cuando la sentencia concede o niega lo que nadie ha pedido, dando o rechazando más cuantitativa o cualitativamente de lo que se reclama.



>  Incongruencia negativa:  Se da cuando la sentencia omite decidir sobre algunas de las pretensiones procesales.



>  Incongruencia mixta:  Es una combinación de la positiva y de la negativa, y se da cuando las sentencias fallan sobre objetos diferentes al pretendido. 



Farren señala que la incongruencia procesal en el ordenamiento jurídico se ve reflejada en el vicio de ULTRA PETITA, (señalado en forma amplia en el art. 768 N° 4 del C.P.C.), ya que abarca el otorgar más de lo pedido por las partes y extenderse la sentencia a puntos no sometidos a la decisión del tribunal.  Coge así la clasificación de Guasp, señalando que hay incongruencia positiva en el caso que se pida se condene al demandado a pagar $100 y en definitiva se le condena a pagar $150 o en el caso que se pide que se le condene a pagar $100 o lo que el tribunal estime corresponda a derecho y se le condene a pagar $150, incurriendo así en el vicio.



Ahora bien, si el fallo contiene menos de lo pedido por las partes se incurre en incongruencia negativa, ya que la sentencia omite decidir sobre algunas de las pretensiones procesales.  Esto puede ocurrir tanto cualitativamente cuando por ejemplo se pide la rescisión de un contrato y la devolución de una cosa y se condena sólo a lo primero y se guarda silencio respecto de lo segundo;  y también cuantitativamente cuando se pide la entrega de una cantidad y se concede o se deniega una cantidad menor y nada se falla sobre el resto.  En este caso, para Guasp no habría vicio de incongruencia, “ya que si se pide una cifra supone la petición subsidiaria implícita de todas las menores y de que la concesión de una cifra supone la denegación implícita de todas las superiores, no es incongruente la sentencia que ante la reclamación de una cantidad condena (no absuelve) a cifra menor” con lo que se demandó $100 sin agregar la frase “o la cantidad que el Tribunal estime corresponde en derecho y se me acoge la demanda pero solo al pago de $50, tal fallo sería congruente.



Además señala, que hay incongruencia mixta en el caso que la sentencia se extienda a puntos no sometidos a la decisión del tribunal, como por ejemplo si se demanda que se ordene el cumplimiento forzado y el fallo declara la nulidad.  Este es el caso de una sentencia que falla sobre objetos diferentes al pretendido.  



Sin embargo, la clasificación más tradicional y la seguida por la mayoría de la doctrina de los autores es la que señala:



>  Incongruencia por Ultra Petita (ne eat judex ultra petita partium)


>  Incongruencia por Extra petita (ne eat extra petita partium)



>  Incongruencia por Infra petita (ne eat judex infra petita partium)



>  Incongruencia por Citra petita (ne eat judex citra petita partium).
        De otra parte, Manresa ve, además, un deber de congruencia, entendido como una garantía doble, porque, de un lado, establece las reglas a las que debe de someterse el juez, evitando la posible arbitrariedad judicial, y, de otro, supone también seguridad para los litigantes, por lo que el deber de congruencia se funda además en el principio jurídico natural de audiencia.”



Este principio impide que se omita resolver cuestiones debidamente propuestas o que se resuelva sobre temas no sometidos a la decisión jurisdiccional.  De lo contrario el fallo será incongruente.



“El deber de congruencia en cuanto su raíz última se reduce a la tutela y protección de los derechos del hombre como ser individual frente a los intereses de la colectividad.”



Este principio tiene extraordinaria importancia, pues se liga íntimamente con el derecho constitucional de defensa, consagrado en el art. 19 N° 3 de la Constitución Política, ya que éste exige que el demandado en cualquier clase de proceso conozca las pretensiones que frente a él se han formulado.  La violación de la congruencia implica la transgresión de aquel derecho;  ya que la actividad probatoria, las excepciones o simples defensas se orientan lógicamente por las pretensiones formuladas en el proceso.

Sin embargo, estas afirmaciones admiten matices, toda vez que debe considerarse si existe o no arbitrariedad o incongruencia cuando el pronunciamiento versa sobre puntos que el tribunal puede apreciar de oficio o que se refiera exclusivamente a la norma aplicable y deba entenderse cubierta por el principio iura novit curia, que importa que el derecho lo sabe el juez. Y, por lo tanto, lo aplica de manera independiente a lo alegado al efecto, por las partes.



También debe ser materia de análisis la circunstancia de que, si se omite un pronunciamiento respecto de una de las peticiones de las partes, se está dejando sin resolver algunas de tales peticiones y, por lo tanto, causándose su indefensión, siempre y cuando no se trate de una desestimación tácita de tales peticiones.  Empero, debemos reconocer que en tales casos, bien podría estimarse, como hace la mayor parte de la jurisprudencia constitucional, que nos encontramos ante una situación de falta de tutela judicial efectiva, ya que el particular no ha obtenido la respuesta jurisdiccional demandada. Al respecto señala Aragoneses “que la falta de resolución sobre los puntos litigiosos o combatidos en el pleito origina la incongruencia y nadie puede decir con fundamento que esto sea un exceso de los poderes del juez, sino al contrario, la falta de uso de las facultades y correlativos deberes que le están conferidos.”

En este mismo orden de ideas, el profesor Jaime Guasp señala que, “el proceso es un instrumento jurídico destinado a la actuación de pretensiones, de lo que se deduce que toda pretensión dirigida al órgano jurisdiccional da lugar a un proceso y, a la inversa, que no es concebible un proceso sin la existencia de una pretensión;  ahora bien:  siendo a su vez la sentencia el acto de terminación normal o de decisión de un proceso de cognición, se comprende que en dicha sentencia deberán reflejarse los dos principios recién señalados; toda pretensión dirigida al órgano jurisdiccional debe ser resuelta en la sentencia y, a la inversa, no es concebible una sentencia sin que en su contenido se refiera a una pretensión.  Este es precisamente el significado del requisito de la congruencia positiva, negativa y mixta.  El fallo que incurre en una incongruencia  positiva no es verdadero fallo porque no se refiere a una pretensión anterior;  el fallo que incurre en una incongruencia negativa deja de recoger una pretensión o parte de una pretensión;  el fallo que incurre en una incongruencia mixta reúne los dos vicios anteriores.”
 Ante ello, debemos considerar la opinión de Pedro Aragonés, quien sostiene que “Por existir la regla general de que las conductas regularmente producidas por las partes en el proceso tienen que ser atendibles, el órgano jurisdiccional ha de resolver sobre cuantas cuestiones planteen oportunamente las partes.  Por el principio de que en tal atendibilidad ha de ser imparcial, el órgano jurisdiccional tiene que resolver dentro de los límites en los que las partes establecen su controversia, porque a ellas corresponde vigilar su interés,  y toda intromisión del órgano jurisdiccional en la esfera de disponibilidad de las partes es peligrosa sin que esto sea obstáculo a que el órgano jurisdiccional pueda actuar, rebasando la actividad de las partes en aquellos supuestos en los que el ordenamiento jurídico le confiere la vigilancia de oficio de tales extremos.”
, lo que entendemos aceptable o posible sólo para efectos de corrección del procedimiento y no como facultades probatorias de oficio y para fines probatorios.
En este punto radica, tal vez, la mayor incongruencia o falta de adecuación entre los principios informadores de nuestro proceso y el tema de este trabajo. Tal como expresaba Recaséns Siches
 al formular las características del Logos de lo Razonable, debe existir congruencia y adecuación entre los fines y los medios, en cuanto a la conveniencia de los medios para los fines y respecto de la corrección ética de los medios. 

LA NORMA Y LA FUNCIÓN DE SENTENCIAR.

 
Parafraseando a James Goldschmidt
, quien en su tesis de la situación jurídica contrapone el derecho material, entendido como un conjunto de entes irreales y constituidos a semejanza de aquellos de la matemática pura, al proceso, al que concibe como “el mundo real de las pretensiones y afirmaciones, pruebas y resoluciones, esperanzas e incertidumbres”, -entendiendo que el derecho procesal es parte de ese derecho material estático al que se contrapone el proceso- sólo el proceso pulsa, desde la óptica del sentenciador, “la vida henchida de presencia y de provenir.” 


Desde la perspectiva adoptada en este trabajo, tenemos que el sentenciador, en el proceso civil chileno, está sometido a las limitaciones del principio dispositivo que informa las normas legales aplicables a dicho procedimiento, con las libertades que le conceden las facultades legales para resolver algunas especiales cuestiones de oficio y con la aplicación soberana del derecho, en virtud del principio jura novit curia. Entonces, vista la sentencia desde el punto de vista valórico  -de justicia- de acuerdo al autor Werner Goldschmidt, “La valoración no tiene fuentes reales. Los repartos razonados son el material estimativo de la valoración, pero no su fuente. La valoración anida en el reparto, lo tiene por morada; pero el reparto no engendra la valoración. Tampoco se halla la valoración en una fuente formal, verbigracia en una sentencia, ya que el juez que la redacta no es el creador de la valoración. La única fuente de la valoración es el mismo valor; pero el valor es un ente ideal y no es por ello fuente real, ni material, ni formal.


Tampoco hay fuentes reales para los criterios de valor. Las recopilaciones que los hombres hacemos de los criterios de valor, no constituyen fuentes formales porque no creamos los criterios de valor; nos limitamos a descubrirlos a raíz de las valoraciones. Tales recopilaciones no son sino fuentes de conocimiento; pero ellas no son fuentes de constancia.” 


De lo anterior, tenemos que el contenido valórico o de justicia de las sentencias es externo a lo sentenciado. Entonces, lo razonable o arbitrario, lo congruente o incongruente de un fallo debe ser analizado, para los objetos propuestos, al tenor de la norma. Esta, sea procesal o material, capta un reparto proyectado, que debe atenerse a los conceptos de fidelidad, entendida como voluntad de quien es el encargado del reparto que la hizo, y de exactitud, es decir, que se haga referencia al hecho a realizar, toda vez que la norma es razón o lógica referida al  hecho. Si las normas, con sus mayores o menores grados de fidelidad, exactitud y adecuación, tienen todas un antecedente y una consecuencia jurídica que, a su vez detentan características positivas y negativas que se conjugan, excluyen u omiten para la aplicación de una y otra, el conocimiento y la aplicación cabal de dichas características  de las normas en cada reparto  determinarán, en gran medida, la racionalidady congruencia de lo resuelto. 

No podemos dejar de precisar que el sentenciador está obligado a conciliar las normas más concretas e inmediatas del derecho procesal, como la del art. 170 del Código de Procedimiento Civil chileno, con aquellas más generales y abstractas como las del derecho material que debe aplicar, de suerte tal que el reparto proyectado llegue a ser el reparto realizado, enmarcado, además, en el debido proceso. Así, al sentenciar no sólo debe realizar el reconocimiento e interpretación de la norma de fondo en cuanto a aplicar las disposiciones que se ajustan con mayor exactitud a los hechos planteados por las partes sino, además al criterio de fidelidad a la voluntad de quien hizo el reparto, generándolas, para luego, proceder a la aplicación de las mismas, mediante el encuadramiento del caso a la norma –subsunción- y efectivización de la consecuencia jurídica, plasmando así la exactitud de las normas.


Es precisamente este proceso de aplicación de la norma mediante la subsunción y la efectivización de la consecuencia jurídica en el que, por una errada aplicación, o por extender su decisión a la labor de elaboración –en virtud de una carencia real o aparente de norma aplicable- donde se pueda producir la arbitrariedad o la incongruencia, en cualquiera de sus formas. El principio de inexcusabilidad del sentenciador u obligación del juez de fallar el asunto sometido a su conocimiento y resolución, mezclado con una errada apreciación en cuanto a la exactitud y fidelidad de la norma aplicada o integrada y el natural deseo del sentenciador de impartir justicia –lo que él subjetivamente entienda o aprecie como justo-, le pueden llevar a salirse de los parámetros de la litis, impuestos por las partes en el principio dispositivo, fuera de toda facultad legal.


Por lo mismo, no puede perderse de vista que, para no incurrir en arbitrariedades o incongruencias en el reparto, el sentenciador deberá tener plena conciencia de quien es el repartidos, quienes los recipiendarios, cual es el contenido y alcance de los objetos que se adjudican o deniegan, de la forma de tal reparto y adjudicación –dado por las normas procesales- y de las razones de aquel, -entendiendo por aquellas tanto los fundamentos o causas de pedir de las partes como también la valoración –axiológica o social- del reparto efectuado- ya que “El principio supremo de la justicia consiste en que se asegura a cada cual la libertad necesaria para que se transforme de un individuo, en una persona,  en otras palabras: para que se “personalice”. Por ello ninguna adjudicación debe estrechar excesivamente el ámbito de libertad del hombre; por el otro lado, el régimen debe poseer una organización que impida adjudicaciones sofocantes.”

PALABRAS FINALES.

En mi opinión y a modo de conclusión, sólo de tal forma, conjugando justicia y libertad personal, puede y debe entenderse y aceptarse la concurrencia de una decisión jurisdiccional legítima; legítima en razón de su congruencia y legítima por su consecuencial razonabilidad e inexistencia de arbitrariedad.

Valparaíso,  Chile, octubre de 2001.




HUGO BOTTO OAKLEY



PROFESOR DERECHO PROCESAL EN LA                                                       UNIVERSIDAD ADOLFO IBAÑEZ

MAGISTER EN DERECHO PROCESAL POR LA                                                               UNIVERSIDAD NACIONAL DE ROSARIO
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